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SALA SEGUNDA

Sección Cuarta

Núun. de Registro: 9L/gt

ASTNTO: Recurso de amparo pro-

Excmos. Sres. :  movldo por doña Pur i f icación

Hernández Rex y otras perso-

Don Miguel Rodrfguez-Piñero y nas. 
t

Bravo-Ferrer

Don Alvaro Rodrlguez Bereijo SOBRE: Sentencla de l-a i4fa
Don ,José Gabaldón López Primera de1 Tribunal Suprqmo

que declara no haber lugral ial
. i

recurso de nulidad contra: pI

laudo protocolizado en esqni-

tura pública. , i' t
i

, l
¡
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I
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doña Pl¡-
t
I
¡
,
I
i

I. AIUTECEDETüTES

1. EI L4 de enero de L99L tuvo entrada en el Registro de

est,e Tribunal un escrito de don ,Javier Vázquez Hernández, Pro-

curador de los Tribunales, quien, érr nombre y representación de

doña Purif icación Hernández Rex y doce personas más, interpone
recurso de amparo contra l-a Sentencia de la Sala Primera del
Tribunal Supremo de 19 de diciernbre de 1990. Se invocan los

ar ts .  L4  y  24  C.E .

La Sección ha exami-nado e1 recurso interpuesto por

rif icaclón Hernández Rex y otras personas.

2. La sol- icitud de amparo se basa en los siguientes hechos:
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a) Ante la exlstencia de desacuerdos surgldos en e1 proceso

de separación de don,José Hernández Pérez e hi jos con los res-

tantes accionistas de las Compañfas Hernández Pérez Hermanos

S.A. ,  Comuna S.A.  y  Hesper ides  S.A. ,  las  cont rovers ias  se  some-

tj-eron a la resoluclón de1 arbitraje de equidad.

i
b) Siguiendo los trámites legalment,e establecidos, €rI fe,fha

27 de abril de 1988 se otorgó escritura de compromiso, sieddo
; l

aceptados los cargos de árbit,ros por don Antonio Garcfa Rulz,

don Francisco Ortuño Abellán y don Demetrio Ret,ana Gainza-

Mendizabal. i ;
I

' I

c) El 28 de mayo de 1988, con posterioridad aI otorgamigú

de la escritura de formalj-zación de1 compromiso (27 de aOrIl iAe

1988),  se const, l tuyó la compañfa Graf imol S.A.,  de Ia qud 
fo"

socios entre ot,ros don Francisco Ortuño Abellán (uno de los i ir-
b i t ros designados) su esposa e hi jos,  9ü€ ostentaban el  25 

Pot
100 del capital soclal y 1os hermanos Hernández-Pérez l lernárJdez
(todos ellos part,es interesadas en el proceso arbit,ral) , tJtu-

lares de1 30 por 100 deI capi ta l -  social .  
I
I

d) EI laudo arbit,ral fue dictado en fecha L6 de juni$ de- I

1e8e. I
l
l

e) Los recurrentes en amparo formalizaron ante el Tribunal

Supremo el correspondiente recurso de nulidad del compromiso aI

entender que en el arbitro don Francisco Ortuño Abellán concu-

rrfa la causa de abstención y, en su caso, d€ recusación con-

sistente en t,ener amistad fntima con una de Ias partes impllca-

das en el  arbi t ra je e interés en el  l i t ig io,  d l  haber const i -

tuido -después de ser nombrado árbitro,;pero antes de dictarse

eI laudo arbitral- una sociedad anónima con una de las partes

sometidas al  arbi t ra je.

EI recurso de nulldad deI compromiso fue resuelto mediante

Sentencia de la Sala Prj-mera del Tribunal Supremo en Ia que se
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declara no haber lugar aL mismo.

3. El presente recurso de amparo se interpone frente a la

Sentencia de la Sala Prj-mera deI Tribunal Supremo, de 1-9 de di-

ciembre de 1990, FOr entender que vulnera el derecho a la tute-

Ia  Judic ia l  e fect iva proc lamado en eI  ar t .  24 C.E.  y  e l  pr inc i -
¡

pio de igualdad ante Ia ley reconocido en eI art. L4 C.E. En [-a

demanda de amparo se alega que Ia resolución judicial impugnada

realiza una lnterpretación rigorista y formal del art. 23 de la

Ley de Arbitraje Privado de 23 de diciembre de 1953, eu€ coñ-

tradice eI principio de interpretación de las normas de confotr-

midad con 1o establecido en la Constitución y en eI sentido niás
i  i -favorable para la efectividad del derecho a Ia tutela judiciAl

efectiva. EI derecho a la igualdad ant,e la Ley se ent, iende vuI-

nerado ya que a consecuencia de las dist j-ntas modif j-cacifngs

operadas en la regulación 1egal de las causas de nulidad dFl

compromlso, el element,o temporal det,ermlna un radlcal- y dit¡-

rente tratamiento jurfdico. EI recurrente pone en conexj-ón cpn

estos derechos fundamentales el contenido de1 art,.  L20.3 C.E.i
I
I

I
I

4.  Por  prov idencia de L7 de jun io de 1991,  Ia  Sección Cu{r -

td, adordó,--d-e Conformldád- Con-aó"-di-SPUéFEo eñ el afE. SO.¡lAe
I

la LOTC, conceder al demandante en amparo y al Mlnisterio r{ i"-

cal el plazo común de diez dfas para que formulasen las alega-

ciones pert inentes sobre la pésible causa de inadmisión a que

se ref iere e l  ar t , .  50.1 c)  de d icha Ley Orgánica,  por  pos ib le

carencia de contenido constitucional- de Ia demanda.

5. Los solicitantes del amparo, €rr su escrito de alegacio-

rl€s, en sfntesis reiteran eI cont,enido de la demanda de amparo.
. :  / -  r ' i ' :

6. El Ministerio Fiscal, €rr su dlctamen, estima que Ia de-
manda de amparo carece de contenido const,itucional, ya que Ia
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Sentencia impugnada exptica y fundamenta la solución que adopta
acerca de la concreta cuestión que se somet,e a su decisión.

Sostlene que esta podrfa ser discutible o cuest,ionable e lnclu-

so se podrfa discrepar de, eIla, pe:o J.o gr" no: es posible afir-

mar con rigor es que la solución adopi,ada sea arbitraria o
irrazonable. El razonamlento, aunque pudiera ser otro, rro es
lesivo al derecho fundamental que se invoca en el recurso, por-

que tlene un claro fundamento legal g|! el ,Juzgador se culdanen
poner de maniflesto f' I

T
;
a

:i
] :

rr. FnNDlPYos- .ru-RrDlcos ;;
: ;

I

i ¡

1. Procede confirmar l-a concurrencia en el presente casó de

1a causa de j -nadmls ión prev is ta en e l  ar t , .  50.1 c)  de la  LpTC,

consj-stente en carecer Ia demanda de forma manif iesta de cofite-
,

nido que justl f ique una decisión sobre el fondo por partf de

este Tribunal-, cono asf se advirt ió en nuestra provi-denciaf nor
la que se abrió el presente trámite de inadmisión. I

I
I

En primer término, la alegada vulneración del princip$ de
I

lgua1dad, -liüé- 
se haeé dérivaE dé*1*¡i**ÓÓitparaci-ón entré l-as ldis-

I
t intas soluclones jurfdicas que sobre una misma cuestión deba-

I
tida pueden deducirse como consecuencia de un cambio o mo{tfi-

t
caclón de Ia norma aplicablel no puede prosperar, pues /cotno
relteradamente ha declarado este Tribunal, la sucesi-ón de nor-

mas en el t, lempo, y la posible desigualdad de trat,o entre di-
versas situaciones, derivada únicamente de un cambio normativo
y producida tan sólo por l-a diierencia de las fechas en que

cada una tiene lugar, rroiencierra discriminación alguna y no es
contrar ia al  pr incipio de igual-dad (SSTC LL7/Lg87 y LOg/Lg}7,
entre otras muchas).

2. En segundo térmlno, los demandantes en amparo invocan
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vulneración de1 derecho a la tutela judicial efect, iva alegando

dos considerac iones jur ld icas 'd is t in tas.  La pr imera basada en

la ausencia de lmparcial idad de los áibitros que resolvieron 1a

controversia medlante eI laudo de equidad, y Ia segunda impu-

tando a la Sentencia impugnada una interpretaclón rj-gorista y

formal del art. 23 de Ia Ley de Arbitraje de Derecho Privado de

22 de diciembre de 1953, eu€ contradice el principio de inter-

pretación de 1as normas de conformidad con la Constitución y en

eI sentido más favorable para la etectividad del derecho pro-
.

c lamado  en  e I  a r t , .  24 .L  C .E .

A1 respecto hay que señalar que el derecho a la tut,elaí\:"-

d ic ia l  e fect iva consagrado en e l  ar t .  24 C.E.  se ref lere a i luna

actividad prestacional del Estado, que es Ia prest,ación de ir"-
c ión jur isd icc ional  de Jueces y  Tr ibunales,  es dec1r ,  For i f f " "

I I
órganos jurisdiccionales del Estado integrados en eI Poderif Ju-
dicial y que eI recurso de amparo constitucional se da cofrtra
los actos de los poderes prlblicos que lesionan los der{chos
fundamentales (ATC 7OL/ 1988).  Sin eu€, competa a esta i r f r is-

rl

dicción dirimir las divergencias surgidas en un procedimi{nto,

como es el arbitral, nacido en virtud de1 juego de Ia auto{omfa
de la voluntad de 1as partes y autoexcluido de la activida$ ju-

risdlccional de los órganos deI Estado. ElIo slsniflcal que
qulen haya óbt'eiiido ün- fáüdo erniüráI* if*Io- qué tiene aerectfo en
el  marco del  ar t .  24.L C.E. es a que aquél-  sea revisado, ly en
su caso anulado, por los Tribunales de Justicia por los 

"{.r"""y con Ios requis i tos legalmentá-previstos.  Y es esLa resol{rc ión

Judicial sobre Ia que recae el control constltucional que bjer-
ce este Tribunal a través del recurso de amparo (ATC de L7 de
j  unio de 1991 

, ,gr  " t  
r"" , .  amp 

,2 
.403 /9! . )  

, .

Por otra parte, como acertadamente sostiene el Ministerio
Fiscal ,  €r I  contra de 1o af i rmado por eI  recurrente,  Ia decis ión
adoptada por el órgano judicial ño puede decirse que esté
carente de Iógica jurfdica, rrÍ que aplique la norma de forma

arbitraria o de acuerdo con una interpretación purament,e forma-

lista desvinculada de su propia finalidad. Lo que realmente se
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plantea en la demanda de amparo es una cuestión de legalidad no

susceptible de revisión por este Tribunal.

En efecto, a este Tribunal- 
fólo, -1e_ 

c-orresponde analizar si

el órgano judicial al verif icar Ias .formalidades y requj-sitos

legales del arbitraje hq vul-nerado el derecho de los solicitan-

tes en amparo a la tutela judicial efectiva, aI desestimar eI

recurso de anulación mediante una resolución judicial que pu-

diera ser arbitraria, manifiest,amente irrazonada o irrazonable,
pues no podrfa considerarse aquélla fundada en Derecho y serla

lesiva de1 derecho a Ia tutela judic ia l  efect iva (SSTC 23/L987,
24 /L990 y  ATC de L7  de  jun io  de  1991,  rec .  amp.  núm.  2 .403/9A) .

En el caso contemplado no es posible apreciar en la

fundamentación Jurfdica de Ia resolrr. iór, d" Ia Sal-a Primera del

Tribunal Supremo impugnada una aplicación de la legalidad que

resulte arbitrarla, manifiestamente irrazonada o irrazonable,
pues en ella se cltan los preceptos legales pertinentes y se
llega a la concluslón de que con arreglo a 1o dispuesto en el
art. 23 de 1a Ley de Arbitraje Prj-vado de 1953 no puede darse
eI mismo tratamiento jurfdj-co a Ias causas de recusación o abs-

tención sobrevenidas que a las que concurren en eI momento de

la formalización del arbitraje, explicando y fundamentando la

solución adoptada en base a un concreto precepto legat aplj-ca-

DJ_e aJ-  CaSO.

En vlrtud de todo 1o expuesto, la Sección acuerda la inad-

mtsión de1 recurso y eI archivó de las actuaciones.

Madrid, once de septiembre de mil novecl

UnO. I

0 0417085

noventa y

({)7;"


